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Cachirulo“ de Zaragoza, el  14 de marzo de 2008 
 

El viernes 14 de marzo, cinco días después de 
celebradas las elecciones generales en España, 
tuvimos un encuentro muy cordial e interesante 
con el Presidente del Tribunal superior de Justi-
cia de Aragón Fernando Zubiri de Salinas para 
hablarnos en términos muy generales de la Ad-
ministración de Justicia en nuestro país. Preci-
samente cuando acordamos la fecha del encuen-
tro se tuvo en cuenta la fecha electoral, pues no 
le quisimos dar a su intervención ningún matiz 
de política partidaria.  

Y la verdad es que la intervención de Fernan-
do fue toda una lección magistral de cómo de-
bería de ser la Justicia en nuestro país para que, 
además de ser un poder del Estado fuera un 
genuino y eficaz servicio público. 

Al almuerzo asistieron además de muchos 
miembros de nuestra Asociación, muchos com-
pañeros de profesión de Fernando como el Jus-
ticia de Aragón o el presidente de la Audiencia 
Provincial de Zaragoza por citar los más desta-
cados. 

El coloquio fue muy animado y precisamente 
porque se habían celebrado ya las elecciones y a 
nadie se el podía acusar de hacer electoralismo, 
fue quizás uno de nuestros coloquios con más 
carga política de fondo ya que Fernando desde 
su intervención de entrada no rehuyó ninguno 
de los aspectos más problemáticos de la Admi-
nistración de Justicia en España, empezando 
por sus relaciones con el poder político. 

En definitiva una jornada muy interesante. 



Los Coloquios de la Asociación Página 2 

    Quiero empezar agradeciendo la pre-
sencia de D. Fernando Zubiri y la  de 
todos ustedes en este acto que quiero 
comenzar, como es costumbre, por una 
breve presentación de nuestro invitado 
en el día de hoy. 

Fernando Zubiri, nace de una familia 
numerosa, muy conocida en Zaragoza, y 
realiza sus primeros estudios de prima-
ria y bachiller también en nuestra ciu-
dad. Se licencia en Derecho en 1971, 
con la calificación  de sobresaliente,  
también en la Universidad de Zaragoza. 

D. Fernando es pues zaragozano, de 
procedencia, vinculación familiar, y una 
persona con aficiones muy definidas y 
muy aragonesas: amante de la montaña, 
siempre que sus obligaciones se lo per-
miten se escapa al Pirineo aragonés y, 
además, ha practicado el esquí en sus 
tiempos mozos. 

Es amante de todas las manifestacio-
nes artísticas y culturales, le gusta el 
arte, la música y en consecuencia es un 
conocedor a fondo de nuestro patrimo-
nio artístico y monumental. Se trata 
pues de un aragonés de procedencia, 
gustos y aficiones. 

Y que dispone de un amplísimo currí-
culum profesional que tengo en mi ma-
no pero que sería prolijo leer completo. 
De ese amplísimo currículum quiero 
destacar alguno de sus puntos más rele-
vantes: Pertenece a la XXI promoción 
de la Escuela Judicial, en la que ingresó 
por oposición en 1973, y a lo largo de su 
carrera judicial ha servido como juez en 
los juzgados de Calamocha, Jaca y 
Valls. En diciembre de 1980, asciende a 
magistrado y ejerce sus funciones en 
varias ciudades como Bilbao, Pamplona, 
y Zaragoza. En diciembre de 1986 fue 
elegido presidente de la Audiencia Pro-
vincial de Zaragoza, cargo que ocupó 
durante 10 años hasta ser nombrado 
magistrado de la Sala Civil y Penal del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón. 
Paralelamente ejerce como magistrado, 
primero en la Sección Quinta Civil de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza, y 
posteriormente en la Sala de lo Conten-
cioso Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Aragón. El 15 de ju-
nio de 2001, es nombrado magistrado de 
refuerzo en la sala de lo Contencioso 
Administrativo. 

Culmina por ahora su carrera profe-
sional, en febrero de 2004, cuando  es 
nombrado, por el consejo General del 
Poder Judicial, presidente del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón. 

Pero su currículum tiene además una 
dimensión docente: Desde 1982, ha ejer-
cido la docencia, como profesor ayudan-
te o asociado a diversas cátedras en las 
Universidades de Navarra y de Zarago-
za. Ha participado, asimismo, en nume-
rosas jornadas y congresos y es autor de 
abundantes publicaciones en revistas 
especializadas, pero de todas ellas qui-
siera destacar la autoría de un libro titu-
lado “Panorámica del Derecho Arago-
nés”. Lo resalto pues además de un es-
pecialista estudioso, es un defensor deci-
dido de  nuestro derecho, lo que sintoni-
za muy estrechamente con los rasgos de 
aragonés de raíces que he resaltado al 
principio. 

Tiene en su haber numerosas conde-
coraciones y distinciones y querría des-
tacar  por último que ha sido asociado 
fundador  de la asociación “Jueces para 
la Democracia”, siendo actualmente 
miembro de su Comité Permanente.  

Nos hallamos, pues, ante un impre-
sionante currículo profesional, propio 
del cargo de altísima responsabilidad 
que ostenta en nuestra C. A Currículum 
que ha sabido completar en su práctica 
diaria como Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón con  un  
carácter humano y afable que le convier-
te en un Presidente próximo, dialogante, 
que no le asusta el trabajo y que ejerce 
como pocos el sentido común, lo que 
facilita mucho la adecuada resolución de 
los muchos problemas que debe de 
afrontar.  

Pero quiero resaltar en esta presenta-
ción que su currículum no solo nos 
habla de su alto nivel profesional, sino 
de que resalta que se trata también de un 
profesional de la justicia con proyección 
social y política, sin menoscabo alguno 
de su independencia.  

Fernando Zubiri no se ha cerrado en 
su mundo jurídico, sino que está  abierto 
a las realidades sociales y políticas de su 
entorno. Y es precisamente esa dimen-
sión de Fernando la que ha posibilitado 
que la Asociación de Exparlamentarios 
le haya invitado a charlar con nosotros 

sobre la Administración de Justicia en 
nuestro país.  

Este no es un foro partidario, pero sí 
claramente político. Los miembros de 
esta asociación hemos formado parte de 
una forma u otra, ya en parlamentos 
regionales o nacionales, ya en ejecuti-
vos, de uno de los llamados poderes del 
Estado.  

La Administración de Justicia es otro 
de esos poderes. Poderes, en teoría, in-
dependientes en sus funciones y cometi-
do pero que deben establecer vías de 
comunicación y entendimiento  más 
intensas y eficaces que hasta ahora. Aca-
bamos de celebrar de nuevo en España 
unas elecciones generales de las que ha 
surgido una mayoría suficiente para 
formar gobierno primero, y gobernar 
después, sin un exceso  de condicionan-
tes y ataduras y creo que es momento de 
que los representantes de los dos pode-
res establezcan sólidos puentes de diálo-
go y entendimiento. Desde esta Asocia-
ción que, como ya he dicho, es política 
pero no partidaria, hace ya mucho tiem-
po que lo venimos pidiendo y en estos 
momentos hacemos votos porque no 
vuelva a repetirse el enfrentamiento de 
poderes de la anterior legislatura. 

Por eso el tener en Aragón un presi-
dente del Tribunal Superior tan accesi-
ble facilita esa tarea, máxime cuando al 
venir aquí no ha querido tratar de un 
tema de trámite, protocolario, de buena 
educación,  que hubiera sido lo espera-
do, sino que ha propuesto un tema que 
va al fondo de la cuestión de la adminis-
tración de la justicia y también del ejer-
cicio de la política. Con el tema elegido 
parece que Fernando nos quiere indicar 
que posiblemente si a la justicia y a la 
política en su práctica diaria fueran más 
servicios públicos que  poderes, el en-
tendimiento que solicitamos tan insis-
tentemente sería más fácil. Pero eso es 
adelantarme a su intervención que espe-
ramos con mucho interés.   

Presentación  a cargo de Alfonso Sáenz 
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Muchas gracias, Alfonso, por tus 
amables palabras de acogida y presenta-
ción. Muchas gracias también a todos 
ustedes, señoras y señores, por estar 
aquí, por acompañarnos en esta comida 
y por dedicar este tiempo, no solamente 
a estar en una grata compañía, sino tam-
bién a escuchar durante unos minutos, 
que procuraré que no sean muy largos, 
mis reflexiones sobre el tema elegido 
para esta reunión. 

Cuando se me propuso, por Alfonso, 
la posibilidad de intervenir y en cuanto 
encontramos una fecha que nos venía 
bien, acepté gustoso: primero, porque 
con Alfonso Sáenz tengo una vieja 
amistad, nos conocemos desde hace 
muchos años, así como con José Félix y 
con algún otro de los que estamos aquí, 
segundo, porque valoro muy positiva-
mente la función de una Asociación 
como esta, que tiene una larga e impor-
tante experiencia en el mundo político, 
en el mundo parlamentario, y porque, 
aunque se trate de una Asociación de 
“Ex”, creo que sigue teniendo un peso 
político, un peso social importante en la 
sociedad aragonesa y en ese sentido me 
parece que es muy útil el que estas re-
flexiones lleguen a todos ustedes y que 
después compartamos en el debate cues-
tiones que a todos nos pueden enrique-
cer, y que en definitiva sirva para lo que 
pretendemos, para lo que yo pretendo en 
la función que me corresponde como 
presidente del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Aragón que es mejorar la Admi-
nistración de Justicia en Ara-
gón y mejorar también la 
visión que tienen los ciudada-
nos de esta administración de 
justicia. 

   Función de la Justicia 

 Cuando elegimos tema 
pensé en este que me ha 
hecho reflexionar muchas 
veces y que me ha hecho, a 
mí personalmente, y a los 
magistrados del Tribunal, de 
la Audiencia, magistrados de 
asociaciones, en general a los 
que componemos el colectivo 
judicial. ¿Cuál es nuestra 
función en la sociedad, qué 
es lo que tenemos que hacer 
y cómo debemos hacerlo? 

Por eso el tema: Administración de Jus-
ticia: ¿Poder del Estado o Servicio Pú-
blico?, con interrogante, trae consigo un 
debate importante que se plantea en 
nuestra sociedad y que, como veremos 
después a lo largo de la exposición, se 
viene planteando desde hace tiempo, y 
creo que es una cuestión no resuelta.  

Me referiré, en primer lugar, a lo que 
es la función que nosotros desempeña-
mos, que es la jurisdicción; lamento que 
los juristas que estén en esta sala conoz-
can ampliamente lo que es, pero quizás 
otros de los presentes no saben qué es 
exactamente y creo que saberlo es im-
portante para entrar luego en la cuestión 
nuclear saber cuál es la función de la 
jurisdicción en el ámbito del mundo 
social, político y jurídico; dicho esto 
pasaré a explicar brevemente la opción 
que nuestro legislador constitucional 
adoptó al hablar del Poder Judicial como 
un poder del Estado. Explicaré breve-
mente lo que es la Justicia como servi-
cio público, entendida como servicio a 
la ciudadanía, y pasaré por último a ex-
presar cómo, a mi juicio, debe prestarse 
este servicio público, el servicio de la 
administración de Justicia. 

En primer lugar, el sentido de la juris-
dicción: Saben ustedes que la palabra 
jurisdicción viene del latín, “Ius dicere” 
que significa exactamente decir en Dere-
cho, pero decir en Derecho de una deter-
minada manera, en el planteamiento 
clásico, que viene del Derecho Romano, 
que se mantiene a lo largo del  Medioe-

vo y durante todo el tiempo en el que el 
“Iusnaturalismo” tiene una fuerza  pre-
ponderante en la Filosofía del Derecho. 

Lo que se realiza por parte de la juris-
dicción es hacer Justicia, Justicia con 
mayúsculas o justicia como esa visión 
del Derecho Romano: “Ius suum cuique 
tribuere”, dar a cada uno lo suyo, o dar a 
cada uno su derecho; eso lo realizan los 
tribunales  aplicando las leyes, aplican-
do el Derecho, al caso concreto. Es por 
lo tanto la realización del valor justicia a 
través de la práctica de la virtud justicia. 
Ese planteamiento creo que ha sido mo-
dificado, no sé si diré rebajado o, al me-
nos, creo que la filosofía jurídica más 
reciente ha puesto los pies en el suelo y 
ha dicho: quizás no podamos llegar a 
esas altas cumbres, quizás sea difícil 
incluso plantear cual sea el sentido de lo 
que es el Derecho o la Justicia en ese 
sentido máximo, amplio. Pero, sí es im-
portante constatar que  lo que realizan 
los tribunales en el día a día de su traba-
jo es resolver los conflictos, los conflic-
tos en una sociedad en la que necesaria-
mente tiene que haberlos. Eso sí, noso-
tros ayudamos a una solución pacífica 
de los conflictos a través del Derecho; es 
nuestra forma de actuar en ese ámbito. 
No somos, por lo tanto, mediadores, 
aunque haya relaciones con la media-
ción, con el arbitraje, con la concilia-
ción, pero nuestra función es resolver 
los conflictos por medio del Derecho. 

            Tres principios 

Esto se concreta en tres ideas, 
en tres principios, que me 
parece importante destacar: 
Por una parte resolvemos los 
conflictos por medio del pro-
ceso, y el proceso es el lugar 
que nuestra civilización ha 
considerado el adecuado, 
porque en él se pueden ase-
gurar los derechos de las par-
tes, y particularmente el dere-
cho a la defensa, que todo el 
mundo pueda defenderse de 
una imputación, de una de-
manda, de una pretensión.  

En segundo lugar lo hace-
mos, creo que es importante 
y esto le distingue de otros, 

fijando procesalmente los 

“La Administración de Justicia: ¿Poder del Estado o Servicio 
Público?” por Fernando Zubiri de Salinas 

Rafael Alcázar, Alfonso Sáenz, Fernando Zubiri,y Fernando García 
Vicente  en la mesa presidencial 
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hechos. Así como el teórico del 
Derecho, el profesor de la Uni-
versidad, lo que hace es trabajar 
sobre unos hechos que importan 
de la jurisprudencia o de otros 
ámbitos, o bien incluso que crea, 
como supuesto de hecho, para 
resolver el caso que somete a sus 
alumnos, nosotros tenemos que 
fijar procesalmente los hechos 
que las partes nos demandan. En 
ese sentido tenemos una relación 
con la sociedad que nos está re-
portando hechos distintos y 
hechos que evolucionan. Y por 
último, resolvemos estos conflic-
tos aplicando el Derecho Sustan-
tivo. 

Desde mi punto de vista no 
renunciamos a la idea de justicia. Creo 
que una ley, en el sentido estrictamente 
formal, que bastase cualquier norma 
publicada en un boletín oficial para con-
siderarla como ley, daría lugar a proble-
mas serios en la aplicación del Derecho. 
Por ejemplo, el régimen de la Alemania 
nazi en el ámbito del Derecho Penal es 
una muestra de ello. Por lo tanto creo 
que tenemos que tener siempre presente 
la idea de justicia, pero la idea no como 
una idea subjetiva, individual, particu-
lar, sino como la colectividad asume en 
un momento determinado el sentido de 
Ius. De esa manera, resolviendo así los 
conflictos o ayudando a resolver los 
conflictos que en la sociedad se generan, 
creamos jurisprudencia.  

El profesor Díez Picazo ha planteado 
claramente lo que es el sentido de la 
jurisprudencia, a través de ella se adapta 
y actualiza la ley, se fijan los principios 
generales del Derecho, se flexibiliza la 
ley en los casos en los que ha cristaliza-
do, han pasado años desde su promulga-
ción y la sociedad ha ido evolucionando 
y es necesario adaptarse a esas nuevas 
realidades sociales, y se buscan también 
nuevas fórmulas a través de la interpre-
tación extensiva y aplicación analógica 
de la norma. Se puede llegar a aplicar 
esas normas o sus principios a casos 
nuevos que a lo mejor no fueron con-
templados en su momento por el legisla-
dor.  

Por último, y esto creo que es impor-
tante, se propician líneas de reforma de 
la ley, y es sabido como muchas veces 
el legislador recoge criterios jurispru-
denciales dictados por el Tribunal Su-
premo, ahora también por los tribunales 

superiores de justicia de las comunida-
des autónomas en su ámbito respectivo 
para que, aquello que es considerado 
unánimemente por los juristas y cristali-
zado en la jurisprudencia, pueda llegar a 
ser recogido posteriormente por la nor-
ma; por eso el juez, y con esto resumo 
este punto, no crea el Derecho, aplica el 
Derecho, pero no es solamente la boca 
muda que pronuncia las palabras de la 
ley, en una de las interpretaciones de 
Montesquieu, porque realmente el juez 
tiene algo más que hacer a la hora de 
fijar los hechos y especialmente a la 
hora de interpretar la norma aplicándola 
con arreglo a las coordenadas, a los cri-
terios constitucionales. 

      Adecuación a la sociedad 

Por otra parte se trata de adecuarse a 
la realidad social del momento y ¿cómo 
se realiza esto? Se puede realizar a tra-
vés de un poder del Estado o se puede 
realizar a través de una mera administra-
ción. En nuestro debate histórico consti-
tucional, a partir de 1812, se viene reco-
giendo y discutiendo largo tiempo de 
esta cuestión. No quiero entrar en el 
detalle histórico porque sería muy largo, 
pero ya desde el momento en que los 
constituyentes gaditanos se plantean 
como hacer esa Constitución de 1812 
entraron en la discusión de cómo debe-
ría regularse la jurisdicción, y así en el 
Decreto de las Cortes de 24 de Septiem-
bre de 1810 se habla, se plantea, que 
tendrá que ser a través de la división de 
poderes o potestades estatales que se 
reconoce ya desde ese momento. Así 
también en el discurso preliminar en que 
se justifica el proyecto constitucional de 
1812 se decía: Uno de los principales 
objetivos de la Constitución es fijar las 

bases de la potestad judicial 
para que la administración de 
justicia sea en todos los casos 
objetiva, pronta, e imparcial; 
digo esto y lo cito porque 
creo que es la clave por la 
que se llega a la situación en 
la que en estos momentos 
estamos constitucionalmente 
y que creo tiene que ser la 
clave para el futuro.  

Así se fue recogiendo con 
altibajos en las diversas cons-
tituciones del siglo XIX; esto 
llevo también a unas modifi-
caciones en el propio entra-

mado de la administración de 
justicia. En el siglo XIX se 
recoge al funcionario judicial 

como empleado público, desde el regla-
mento del Tribunal Supremo de España 
y las Indias de octubre de 1835 y en 
normas posteriores; pero es verdad que 
este estatuto, tenía un estatuto de em-
pleado público sin la garantía de inamo-
vilidad, por lo tanto los jueces podían 
ser cesados en el momento en que se 
producía un cambio político. La figura 
de las cesantías, lo conocemos todos los 
que hemos estudiado en el ámbito fun-
cionarial, se desarrolló durante largo 
tiempo. Posteriormente, sin embargo, en 
la ley provisional y luego adicional or-
gánica del poder judicial de 1870, en 
1882 se recoge lo que es el poder judi-
cial como poder del Estado aunque con 
algunas limitaciones; así puedo decir 
que el profesor Miguel Ángel Aparicio 
ha destacado como la ley, a pesar de su 
provisionalidad, rigió durante larguísi-
mos años en nuestro país, tenía un con-
junto de normas o principios híbridos 
que a veces no se conectaban bien unos 
con otros, pero que, sin embargo, sirvió 
para que se mantuviera a lo largo  del 
tiempo superando diversas vicisitudes 
sociales y políticas que en España se 
desarrollaron; pero sí me importa desta-
car que ya en aquel momento se hablaba 
de una ley orgánica del poder judicial, 
considerando el Poder Judicial como 
uno de los poderes del Estado. 

    Independencia de la Justicia 

En la Segunda República se discutió 
largamente la consideración de la Justi-
cia, la naturaleza de la Justicia, si debía 
ser o no un poder independiente; así 
hubo varias propuestas, podemos citar 
algunas como el planteamiento del polí-
tico Madariaga que propuso en aquel 

Fernando Zubiri, Fernando García Vicente, Felipe Pétriz, José 
María Bescós y Juan José Rubio  
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momento resucitar la figura del Justicia 
Mayor de Aragón pero universalizándo-
la para que en toda España existiera 
como un tercer poder, algo así como un 
representante del mundo jurídico en el 
Parlamento. También Osorio Gallardo 
planteaba las posibilidades de indepen-
dencia judicial y de la relación con el 
Parlamento, y citaré por último las pala-
bras del ministro de Justicia Alcalá Za-
mora que decía: “No hay posibilidad de 
una autonomía plena dentro de la orga-
nización estatal, si hubiera autonomías 
plenas dentro de la organización estatal 
la unidad jurídica del Estado habría des-
aparecido”  

La verdad es que el proyecto duró 
poco tiempo, se pasó después, en el pe-
riodo del general Franco, a una situación 
en principio no demasiado regular pero 
que mantenía la vigencia de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de 1970 para 
después en la Ley Orgánica del Estado 
establecer el principio de unidad de po-
der y coordinación de funciones. Llega-
do el momento el constituyente español 
de 1978 se plantea la cuestión y se plan-
tea la forma de resolverla y se realiza, 
sin duda, de una manera inequívoca en 
el título VI de la Constitución, se con-
templa bajo la rúbrica del poder judicial, 
y a partir del art. 117 se regula el poder 
judicial como uno de los poderes del 
Estado, ciertamente con algunas limita-
ciones a las que luego me referiré. En 
este precepto, que es crucial en la mate-
ria, se nos dice que la justicia, que ema-
na del pueblo, se administra en nombre 
del Rey por jueces y magistrados inte-
grantes del poder judicial, independien-
tes, inamovibles, responsables y someti-
dos únicamente al imperio de la ley.  

Sirve también como garantía de esa 
independencia el que los jueces y magis-
trados no podrán ser separados, suspen-
didos, trasladados o jubilados, sino por 
alguna de las causas y con las garantías 
previstas en la ley. Este reconocimiento 
constitucional del poder judicial como 
un poder independiente, de que los jue-
ces tienen esas garantías, que no son 
solamente garantías para ellos, sino que 
son garantía para todos los ciudadanos, 
creo que es importante. Solamente con 
las garantías en las formas previstas en 
las leyes y además con reserva de ley 
orgánica del poder judicial, solamente 
de esa manera pueden establecerse los 
nombramientos, las jubilaciones o los 
traslados de jueces y magistrados. 

Nuestro ordenamiento jurídico, que es 
coherente con el de otros estados o paí-
ses que están en nuestro similar ámbito 
cultural, se caracteriza porque el poder 
judicial es un poder del Estado, pero no 
es un poder en igualdad de los demás 
porque está sometido siempre al imperio 
de la ley. Tiene el poder de juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado, esta segunda 
parte es importante. Es verdad que noso-
tros juzgamos, no ejecutamos necesaria-
mente, pero tenemos la función de hacer 
ejecutar, sin ella la sentencia sería papel 
mojado, y además el propio art. 118 de 
la Constitución nos dice que es obligado 
cumplir las sentencias y demás resolu-
ciones firmes  emanadas de los jueces y 
tribunales, así como prestar la colabora-
ción requerida por estos en el curso del 
proceso y en la ejecución de lo resuelto.  

Por tanto, este mandato constitucio-
nal, que obliga a todos y también a auto-
ridades y medios públicos, hace que sea 
necesaria la ejecutoriedad de las resolu-
ciones firmes. Nuestro poder de juzgar y 
de ejecutar lo juzgado radica en los jue-
ces, pero es un poder difuso, como mu-
chas veces se ha puesto de relieve, no es 
un poder que se concentre en un grupo, 
es un poder en cuanto lo tienen cada uno 
de los jueces y magistrados en el ejerci-
cio de su jurisdicción y en el ámbito de 
su competencia solamente. Además está 
avalado por la independencia judicial, 
independencia judicial que es funda-
mental a la hora de ejercer de verdad ese 
poder independiente. Esta independen-
cia tiene unas consecuencias a las que 
luego me referiré.  

Limitaciones del poder judicial 

Ese poder judicial que radica en 
todos y cada uno de los jueces tiene al-
gunas limitaciones, por ejemplo, el régi-
men muy severo de incompatibilidades 
de jueces y magistrados; nosotros tene-
mos una función judicial que desempe-
ñar, una retribución que se dice digna 
por parte de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y, juntamente con eso, un estric-
to régimen de incompatibilidades esta-
blecido fundamentalmente en nuestra 
Ley Orgánica del Poder Judicial. No 
entraré en detalles pero, por ejemplo, el 
art. 389 regula todas las incompatibili-
dades, que lo son con el ejercicio de 
cualquier otra jurisdicción, con cual-
quier cargo de elección popular o desig-
nación política, con empleos o cargos 
dotados o retribuidos por la Administra-
ción, con empleos de todas clases en 

tribunales y juzgados, con todo empleo 
o profesión retribuida, salvo la docencia 
y creación  literario artística, con el ejer-
cicio de la abogacía y la procuraduría, 
con todo tipo de asesoramiento jurídico, 
aunque no sea retribuido, y con el ejerci-
cio de cualquier actividad mercantil. 
Convendrán ustedes conmigo que cuan-
do se llevan unos años de ejercicio, este 
régimen tan severo de incompatibilida-
des pesa.  

        Órgano de Gobierno 

También en el ámbito de lo que es el 
También en el ámbito de lo que es el 
poder judicial hay que hacer referencia a 
lo que es el órgano de gobierno del po-
der judicial: Consejo General del Poder 
Judicial, en este ámbito hay que decir 
que, a veces, en el ámbito social hay 
ciertas dudas, ciertas discrepancias, a 
veces no se recoge lo que es estricta-
mente la función de cada uno, por ejem-
plo, cuando se habla muchas veces del 
poder judicial como asimilado al Conse-
jo General del Poder Judicial. Por defi-
nición el Consejo General no ejerce fun-
ciones judiciales, ejerce funciones gu-
bernativas y es el órgano de gobierno, 
pero como órgano de gobierno una de 
las funciones que tiene es la defensa de 
la independencia judicial, otra cuestión 
será si la cumple o no eficazmente, pero 
corresponde a ese órgano esa función y 
por lo tanto una de las funciones que 
nunca puede hacer ni el presidente ni los 
vocales del Consejo de Gobierno del 
Poder Judicial es decir a los jueces en 
qué sentido deben de utilizar una deter-
minada jurisdicción Por lo tanto si el 
Consejo es el órgano de gobierno del 
poder judicial y tiene facultades de nom-
bramiento y facultades disciplinarias, lo 
que tiene que ejercer entre otras, es la 
defensa de este poder judicial y la inde-
pendencia de los jueces. ¿Defensa frente 
a quién? En primer lugar, entiendo, fren-
te a las propias autoridades y la propia 
Administración, en ocasiones, hay que 
decir, que la Administración tiene la 
tendencia a entrar o a intervenir o a que 
la decisión sea favorable a sus intereses. 
Si lo hubiera, no es el caso, todo hay 
que decirlo, pero si lo hubiera corres-
pondería al propio Consejo General del 
Poder Judicial defender al juez y a su 
vez a los demás órganos de gobierno, 
por ejemplo, lo que son salas de gobier-
no de los tribunales superiores de justi-
cia deben ejercer esa función. A mí, 
como presidente del Tribunal Superior 
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de Justicia me corresponde 
también ejercer esa función, y 
cuando en alguna ocasión ha 
habido alguna incidencia o 
alguna intromisión hemos 
defendido al juez en su inde-
pendencia.  

Defensa también frente a 
los particulares. Puede ocurrir 
que a veces haya mediatiza-
ción o intentos de mediatiza-
ción, frente a eso, y para de-
fender lo que es la indepen-
dencia judicial y la igualdad 
de armas en el proceso entre 
las partes, es importante que 
el Juez se sienta en la sereni-
dad de decidir en cada caso. Y por 
último, y esto es importante, frente a 
fuerzas sociales, frente a grupos de 
poder, grupos mediáticos y demás. 
Estos sí tienen una influencia social 
importante y a veces quieren ejercitar-
la, por eso es importante estar siempre 
vigilantes para lo que es la defensa de 
la independencia judicial.  

Pero este poder que ejercemos los 
jueces tiene también algunos riesgos y 
creo que tenemos que ser muy cons-
cientes de ello, por una parte la instala-
ción en el propio poder, sépase al me-
nos los que estamos en el ámbito jurí-
dico que se ha dicho muchas veces: 
“Dios nos salve de juez de entrada”, la 
idea de que el juez al principio está sin 
la experiencia suficiente. La segunda 
parte os la he dicho ya, el juez al prin-
cipio puede tener la tentación de decir: 
yo soy el amo del partido judicial, soy 
el amo del pequeño pueblo en el que 
ejerzo mi jurisdicción. Esto hay que 
limitarlo especialmente a través de la 
sumisión del juez al imperio de la ley. 

También es un riesgo ese poder vita-
licio o al menos hasta cumplir la edad 
de jubilación a los setenta años en este 
momento. El pensar que desde los 
veintitantos años que se accede a la 
jurisdicción se va a seguir ostentando 
el poder a lo largo de tantos años es un 
riesgo, y es un riesgo personal. Por lo 
tanto hay que tener los mecanismos 
mentales suficientes y por otra parte 
estar controlado  gubernativamente  a 
través de la exigencia de un trabajo 
bien hecho, de cumplimiento de pla-
zos, etc. y controlado igualmente por 
un órgano superior al que se recurre en 
apelación, casación, etc.   

 

La justicia como servicio público 

Pero dicho esto, que es lo que las 
normas establecen, tengo que hacer 
referencia a eso que se llama la Justicia 
como servicio público. Porque, ¿es la 
Justicia un servicio público? ¿En qué 
sentido se habla de la Justicia como 
servicio público? La idea de servicio 
público es, en principio, una idea ajena 
a la Justicia, viene  del ámbito del De-
recho Administrativo y surge en el 
siglo XIX sobre todo por referencia a 
una determinada forma de utilización 
del dominio público. El administrati-
vista García Garrido Falla define el 
servicio público como un servicio téc-
nico prestado al público de manera 
regular y constante, mediante una or-
ganización de medios materiales y 
personales cuya titularidad pertenece a 
una administración pública y bajo un 
régimen jurídico especial. La caracte-
rística de  servicio público es que debe 
ser regulado, asegurado y fiscalizado 
por los gobernantes, indispensable para 
la organización y desenvolvimiento de 
la independencia social, y que no pue-
de ser asegurado más que por la inter-
vención de la fuerza gobernante. Así, 
por ejemplo, en el ámbito europeo es 
reconocido también el servicio público 
en el art. 16 del Tratado de la Comuni-
dad Europea, artículo inducido por el 
Tratado de Ámsterdam en la importan-
cia del papel de los servicios públicos 
en el ámbito de la comunidad.  

Las caracterizaciones de los servi-
cios serían: la continuidad del servicio, 
la calidad, la seguridad, la igualdad de 
acceso, precio accesible y aceptabili-
dad social, cultural y medioambiental. 
Pues bien, de qué manera la idea de 
coexistencia de servicio público ha 
llegado a lo que es la Administración 

de Justicia, al poder judicial. En 
esto tengo que reivindicar que 
han sido fundamentalmente los 
grupos más progresistas del po-
der judicial los que han hecho 
hincapié en esta idea: la Justicia 
como servicio público, como 
servicio al ciudadano, como for-
ma de ejercer un servicio univer-
sal a todos los que pueden ser en 
un momento determinado de-
mandantes de justicia. En este 
sentido la valoración tiene aspec-

tos positivos que yo creo que se 
están generalizando: por una 
parte es la forma de llevar a 
efecto un mandato constitucio-

nal. Si antes hablábamos del poder 
judicial como regulación constitucio-
nal hablaremos también del art. 24 de 
la Constitución: el derecho de todos los 
ciudadanos a la tutela judicial efectiva, 
que implica no solamente que se dicte 
una sentencia, sino que efectivamente 
se tutelen los derechos de la persona. 
Por tanto, que se tutele a través de una 
resolución motivada, fundada en Dere-
cho, que sea congruente con todas las 
peticiones formuladas adecuadamente 
por las partes, que resuelva, en definiti-
va, los intereses en juego.  

También el sentido de servicio al 
ciudadano, eso se constata en determi-
nadas instrucciones o reglamentos que 
el propio Consejo General del Poder 
Judicial ha ido estableciendo, medios 
en orden a intentar evitar las dilaciones 
judiciales, a evitar el retraso en los 
señalamientos. Pero lo fundamental es, 
a mi juicio, la actitud servicial, que los 
jueces cada mañana cuando nos ponga-
mos la toga, sepamos que estamos 
ejerciendo un servicio a la sociedad y 
que se nos paga por ello. Esto es algo 
importante para tenerlo presente, a 
veces será difícil mantenerlo presente 
durante tantos años, a veces puede 
ocurrir que el cansancio, el tiempo, los 
trienios hagan que podamos descuidar 
estas exigencias, pero cada día tene-
mos que levantarnos con el ánimo de 
mantener ese criterio, mantener esa 
actitud servicial.  

Por último, para que sea un auténtico 
servicio para la ciudadanía es necesa-
rio el sentido de la transparencia de 
nuestra actividad y la información de 
nuestra actividad; en este sentido pue-
do decir que el actual Consejo General 
del Poder Judicial, salvo que tenga 
algunas discrepancias o algunas dudas, 

Javier Pérez Herreras, Luis Calvera, Andrés Esteban  y 
Aurelio López de Hita 
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sí que puedo decir que por unanimidad, 
este es uno de los pocos puntos en  que 
ha habido tal unanimidad, ha mantenido 
un criterio en favor de la transparencia 
de la actuación judicial y de la informa-
ción en la medida en que se pueda, de 
aquello que no comprometa, por ejem-
plo, el secreto del sumario, pero  debe 
defenderse y debe mantenerse la infor-
mación sobre la actuación judicial.  

     Los medios necesarios 

Este es un camino en el que estamos, 
en el que no hemos terminado de transi-
tar, pero me parece que es importante 
con paso largo y paso irreversible. Para 
ello, para ejercer esa función de poder 
judicial y la función de servicio público, 
necesitamos medios, no voy a dedicar 
mucho tiempo a esto, ya lo he hablado 
otras veces, ya lo he dicho en otros fo-
ros, ya se lo he dicho a quien se lo tengo 
que decir personalmente en varias oca-
siones, pero sin ellos, también hay que 
constatarlo, no podemos realmente pres-
tar este servicio a la sociedad.  

Esos medios son: suficiente personal 
y personal bien preparado al servicio de 
la Administración de Justicia, edificios 
suficientemente amplios y dignos en sus 
instalaciones, las nuevas técnicas infor-
máticas como métodos de trabajo, exis-
tencia de una policía judicial, con la que 
ciertamente ya contamos, pero que que-
rríamos tener sobre ella el ámbito de la 
dependencia orgánica para lo que es la 
investigación de delitos; la existencia de 
expertos, ya en estos momentos conta-
mos con los Institutos de Medicina Le-
gal, pero, quizás, sería necesario ampliar 
en los ámbitos de sicólogos a efectos 
forenses, asistentes sociales y demás.  

Forma de prestar el servicio  

Por último, me plantearía, o 
nos plantearíamos, cómo se 
presta ese servicio judicial, 
cuál es la forma en la que pue-
de prestarse. A mi juicio  este 
servicio solo puede prestarse a 
través de un poder del Estado, 
las otras hipotéticas fórmulas 
de una coordinación de las 
funciones, de una administra-
ción estrictamente dependiente 
de un gobierno que realiza la 
función judicial, no garantiza-
ría unos mínimos necesarios 
para que los ciudadanos confí-
en en la justicia y acudan a la 
justicia. 

Solamente a través del poder del Esta-
do se garantiza la independencia del 
juzgador, la igualdad en la aplicación de 
la ley y la ejecución de la sentencia, en 
ese sentido que antes refería de juzgar y 
hacer ejecutar. Esas otras maneras, que 
históricamente ya se han realizado sobre 
todo en el antiguo régimen y en regíme-
nes que no mantienen los derechos fun-
damentales de las personas, lo que han 
dado lugar es a una justicia mediatizada 
y que cambia según el viento y según el 
momento en que un grupo u otro tiene el 
poder político o la influencia social, de 
esa manera no se darían garantías ni al 
propio juez respecto de la serenidad a la 
hora de adoptar su decisión ni a la capa-
cidad de promoción en su función, en su 
carrera judicial, ni tampoco al ciudadano 
porque no tendría garantía alguna de que 
esa persona que va a resolver su litigio 
sea de verdad un juez experto jurídica-
mente e independiente. 

       Tres puntos finales 

Con esto hemos cerrado el círculo, 
hemos hecho una síntesis perfecta: po-
der del Estado, servicio público prestado 
a través de un poder del Estado, lo que 
pasa que las síntesis, en la realidad, no 
son tan perfectas. Nuestras realidades 
tienen deficiencias, nuestro sistema tiene 
deficiencias. Me referiré solamente  a 
tres puntos y los apuntaré brevemente y 
si quieren ustedes luego hablamos: por 
una parte el sistema de selección de jue-
ces es perfectible y creo que hay que dar 
pasos para mejorarlo. Yo soy partidario 
de que se mantenga un sistema de prue-
bas selectivas a modo de oposición, pero 
no en base a una oposición memorística. 
Lo importante, como decía un ilustre 
magistrado, es que para entrar en la 
Academia de la Lengua no hace falta 
saberse el Quijote de memoria. Pues 

bien, la cuestión, creo, no es saberse de 
memoria artículos, sino saber Derecho, 
y saber razonar en Derecho. Creo que en 
ese punto hay que avanzar.  

Por otra parte, la dotación de medios, 
a la que antes me he referido, es una 
asignatura pendiente. Siempre se ha 
dicho que la Administración de Justicia 
es la cenicienta de la Administración; 
creo que ha llegado el momento en que 
la sensibilidad social y, también, la ca-
pacidad del Estado, por qué no decirlo, 
pueden permitir que esa situación cam-
bie para mejor; y por último, una defi-
ciencia, a mi juicio, del sistema es el 
control de la promoción profesional. En 
este momento puede haber un juez que 
actuando conforme a su criterio pueda 
pensar que nunca llegará a ser presiden-
te, que nunca llegará a un puesto de rele-
vancia, a un puesto de responsabilidad. 
Esto creo que hay que salvarlo, aclararlo 
y, en todo caso, razonarlo. El Tribunal 
Supremo ya ha dado algunos pasos in-
cluso anulando resoluciones del Consejo 
General del Poder Judicial. 

El camino es difícil, exigiendo una 
motivación del por qué se nombra a una 
determinada persona, el camino es difí-
cil, el camino es duro, pero creo que hay 
que continuar por esa vía para conseguir 
que, de verdad, cada juez a la hora de 
dictar sentencia pueda tener, si trabaja 
adecuadamente, una promoción, un acta 
promocional de desarrollo y una carrera 
profesional. 

 Y con esto termino y termino con 
unas palabras que en alguna otra ocasión 
he recogido, dichas por nuestro conciu-
dadano Santiago Ramón y Cajal. Él de-
cía siempre que no hay cuestiones ago-
tadas sino hombres agotados en las 
cuestiones; yo creo que esta es una cues-

tión vieja, que es una cuestión 
no agotada, que es una cuestión 
agotadora, pero yo creo que con 
la sensibilidad de todos, con el 
esfuerzo de todos, llegaremos a 
avanzar en esta línea que, a mi 
juicio, es la correcta. En todo 
caso podemos discurrir para 
conseguir una línea que sea más 
correcta, que sea más adecuada. 
Y por último, utilizando un tér-
mino que usábamos los que éra-
mos jóvenes en 1968 y que po-
demos también traer a colación, 
diré: seamos realistas, pidamos 
lo imposible.   

   Gracias. Pilar de la Vega, José Luis Marqués e Isabelo Forcén 
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Pregunta de Isabelo Forcén 

Felicitar al presidente por la magnífi-
ca lección que nos ha dado, pero yo 
querría pasar más a lo práctico y voy a 
hacerle dos preguntas muy concretas. 

¿Está de acuerdo sobre la forma de 
elegir a los miembros del Consejo del 
Poder Judicial y del Tribunal Constitu-
cional? ¿Cree que el sistema actual ga-
rantiza esa independencia que nuestro 
Estado está diciendo constantemente? 
Gracias. 

Pregunta de Antonio Lacleta 

El mejor elogio que le puedo hacer al 

Aclaración de Alfonso Sáenz. 

Como he sido aludido y antes de 
ceder la palabra, tengo que decir que no 
me he explicado bien, yo me refería 
sobre todo a la falta de comunicación 
entre el poder judicial y el poder políti-
co. En España esto es hoy muy mani-
fiesto, especialmente en la pasada legis-
latura y entiendo que pernicioso y, por 
supuesto, doy por sentado que si los 
políticos están por necesidad abiertos a 
la sociedad pues si no, no les votan los 
ciudadanos, los jueces y magistrados lo 
están también porque su trabajo se lo 
exige. 

conferenciante es que yo le he entendi-
do perfectamente y yo soy profano en la 
materia. 

Pero hay algo que han planteado ya 
dos compañeros, me refiero a la politi-
zación de la Justicia. Ya sabemos que 
existe la ley, usted mismo ha dicho que 
todas las leyes son perfectibles, está de 
acuerdo en el nombramiento que se 
hace actualmente de ciertos cargos, no 
solamente del Poder Judicial, sino tam-
bién de la Judicatura. Pero, ¿no cree que 
perjudica a la Justicia que a unos jueces 
les digan que son progresistas y que a 
otros jueces les digan que son conserva-
dores o que estén a propuesta de un 
partido determinado? ¿no cree que sería 
posible, o que sería preferible volver al 
sistema de mérito y también al de anti-
güedad? quizás el de antigüedad lo diga 
porque soy viejo. 

Coloquio          Aclaración de Alfonso Sáenz y 
preguntas de  Isabelo Forcén y Antonio Lacleta 

Coloquio 
Preguntas de Pilar de la Vega, Julio Arenere y Fernando García Vicente 

Pregunta de  Pilar de la Vega. 

Felicitaciones, Fernando. Una 
pregunta muy sencillita. Me pongo 
al nivel de un ciudadano normal y 
corriente que estuviera aquí y que 
diría: ¿pero qué lenta es la justicia, 
cuánto tiempo tengo que esperar 
para que sea observado mi caso? y 
cuando se resuelve ¿cuánto tiempo 
tarda en ejecutarse?,  Si es un servi-
cio público requiere eficacia y rapi-
dez. 

Pregunta de Julio Arenece. 

Yo, en primer lugar, quisiera aclarar, 
porque quién te ha presentado te ha 
presentado como una excepción por ser 
abierto al ciudadano, que todos los pro-
fesionales de la Justicia estamos abiertos 
al ciudadano y en ese sentido tú no eres 
una excepción. 

En segundo lugar, puesto que el foro 
que hoy hay aquí es o ha sido partícipe 
de una corporación legislativa, quisiera 
recalcar, sobre todo, el que toda crea-
ción de una ley conlleva un costo econó-
mico y generalmente se suele eludir o se 
suele olvidar ese costo económico. No 
se puede legislar alegremente sin prever 
el coste económico que esa ley conlleva. 
En la medida en que los aquí presentes 
tengan influencia sobre los actuales le-
gisladores quisiera que les trasmitieran 

que tuvieran en cuenta el costo econó-
mico que toda nueva Ley lleva consigo. 
Creo que estarás de acuerdo con esto. 

Pregunta de Fernando García Vicente 

Yo, en buena medida, suscribo lo que 
ha dicho Julio, que no solo son el Presi-
dente del Tribunal Superior y el Presi-
dente de la Audiencia Provincial los que 
están presentes, sino además yo que soy 
fiscal y también estamos próximos a los 
ciudadanos. Por eso, Alfonso, te reco-
miendo que lo dejes claro, porque ya 
verás el día que te quieras separar de tu 
mujer lo distinto que es tener al fiscal a 
favor o al fiscal en contra (risas). 

Y dicho esto, te quiero felicitar por-

que ha sido una conferencia inte-
resante y además muy clara. Aquí 
el problema es que las cosas fun-
cionan o no funcionan y ¿cómo se 
puede hacer para que funcionen 
mejor?. Hace unos años, estudié 
el funcionamiento penal de la 
Administración de Justicia; se 
tramitaban cuarto millones de 
diligencias previas en España  
todos los años y ¿saben cuántas 
se acababan?: ciento veintiocho 
mil y ¿saben en cuántos casos se 
condenó?, en ochenta mil.  

Se esta haciendo un esfuerzo 
enorme de cambiar papel de un 

lugar a otro y ya va siendo hora de que 
pongamos algún filtro, porque con un 
sistema de garantías o ponemos filtros o 
no puede ser. Creo que debe plantear 
seriamente si el Fiscal instructor sirve de 
filtro, como ocurre en Francia que solo 
se lleva a juicio si el Fiscal considera 
que tiene posibilidad de prosperar. En 
caso contrario, tenemos a todos traba-
jando, la policía trabajando, el fiscal 
trabajando, alargando el proceso. Ahora 
bien cada vez que se he planteado que el 
Fiscal instruya he visto una enorme reti-
cencia empezando por los jueces, y da lo 
mismo que sean de derechas o  de iz-
quierdas, porque al final no es tanta la 
diferencia, como en tantas cosas.  

Ignacio Ortega, Manuel Serrano, Julio Arenere y  
Javier Hernández Puértolas 
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Coloquio 
Respuesta de Fernando Zubiri a Pilar de la Vega, Julio Arenere y Fernando García Vicente 

Voy a intentar contestar a todos y 
voy a agrupar las preguntas. Por una 
aparte hay un bloque relativo a lo que es 
el funcionamiento de la Justicia, Pilar de 
la Vega, Julio Arenere, por no hablar de 
Vicente, han hablado de estas cuestio-
nes, me voy a referir a ellas en principio 
porque me parecen más sencillas. 

Ciertamente, la Justicia tiene que ser 
un servicio público y tiene que ser un 
servicio que se preste a los ciudadanos 
en condiciones adecuadas. Una de las 
condiciones es que la Justicia tenga la 
suficiente agilidad de respuesta, en eso 
creo que estamos. Tengo que decir que 
el último año se han dado pasos en esta 
línea, que han sido relevantes, por ejem-
plo la reforma de la Ley de Enjuicia-
miento Civil del año 2000 significó que 
en los procedimientos civiles hay una 
concentración en el acto del Juicio y 
ante el Magistrado, cosa que antes no 
sucedía, de la prueba, y esa prueba con-
centrada de esa manera se puede luego 
concretar la aplicación y la valoración 
de esa prueba en la sentencia que se 
dicta. Las apelaciones se están resol-
viendo, concretamente en Zaragoza, con 
un plazo bastante breve, en un plazo de 
meses. 

El recurso extraordinario de casa-
ción, lo vemos también en breves meses, 
aproximadamente en un periodo de seis 
meses, cuando el recurso de casación va 
a la Sala I del Tribunal Supremo puede 
tardar seis, siete u ocho años. Es una 
cuestión que quizás hay que resolver por 
dos vías, por una parte mejorando la 
planta y la organización del Tribunal 
Supremo y por otra parte, replanteando 
el hecho de que  todo tiene que ir a las 
salas del Tribunal Supremo que, 
lógicamente están siempre colapsa-
das, piénsese que a él acuden no 
solamente de las cincuenta audien-
cias provinciales sino de cada una 
de las secciones, en Zaragoza va-
mos a tener seis secciones que van a 
dos salas distintas. Pero en Barcelo-
na o en Madrid hay veinte, treinta, 
cuarenta  secciones, eso es realmen-
te difícil de resolver por esa vía, 
pero desde luego hay que intentarlo. 
Especialmente en el tema de hacer 
ejecutar, es importante que se logre 
la ejecución de las sentencias, la 

ejecución de las sentencias es a veces 
complicada en todos los ámbitos, uno de 
los ámbitos más difíciles es en el ámbito 
administrativo cuando se condena a la 
Administración o las administraciones. 
Algunas administraciones son muy rea-
cias al cumplimiento de las sentencias, 
se han ido arbitrando medios en las le-
yes y en la propia Ley del Contencioso 
Administrativo, pero aún así sigue sien-
do difícil pues no hay medios económi-
cos. Sigue siendo complicado pero creo 
que hay que continuar en esa vía y dan-
do pasos. 

Varios han hablado de la Justicia 
como justicia abierta, yo en esto creo 
que tienen razón los intervinientes, de 
modo general creo que estamos avan-
zando bastante, puedo decir que por 
ejemplo hoy tendría que estar entre no-
sotros la encargada de comunicación del 
Tribunal Superior de Justicia que no está 
porque realiza una tarea, en la que hay 
varios magistrados trabajando volunta-
riamente y sin cobrar nada, en el progra-
ma “Educación Justicia” que puso en 
marcha el Consejo General de Poder 
Judicial en un convenio que firmé yo, 
personalmente, por parte del Consejo 
con la Consejera de Educación del Go-
bierno de Aragón y que en principio 
funcionó de una manera muy modesta, 
eran pocos los colegios que se iban 
apuntando, porque no sabían de qué iba, 
y en este momento tenemos una impor-
tante demanda de centros escolares que 
quieren conocer como funciona la Ad-
ministración de Justicia y estos cursos 
están dados por determinados jueces y 
magistrados que, fuera de su horario de 
trabajo, van a los centros y muestran 
cómo se realiza la función judicial. 

Por eso creo que en ese ámbito va-
mos avanzando, creo que la Escuela 
Judicial de Barcelona está haciendo una 
labor importante para que los jueces 
conozcan y se abran a la sociedad. A 
veces todavía hay reticencias, eso no se 
puede imponer, hay personas que por su 
talante, por su forma de ser, quizás tam-
bién por timidez puede que haya algunas 
cuestiones que no han asimilado sufi-
cientemente tienen cierto recelo o miedo 
a hablar con los políticos, con los perio-
distas o con fuerzas sociales, pero yo 
creo que entre todos tenemos que hacer 
esta labor que creo que es importante. 

Respecto a lo que decía Julio Arene-
re del coste económico de la aplicación 
de las leyes, de acuerdo, de las leyes en 
general, piénsese en la Ley de Depen-
dencia, en las leyes en el ámbito de la 
educación, pero especialmente en las 
leyes que a nosotros nos afectan, en las 
leyes que reforman los procesos o se 
adoptan los medios necesarios para que 
esas normas los modernicen. Por ejem-
plo, las que regulan la grabación en sis-
temas digitales de los juicios, pues esta-
mos aún en el sistema de videos y  hay 
que avanzar. 

Respecto a lo que plantea Fernando 
García Vicente del proceso penal, espe-
cialmente la eficacia del proceso penal, 
los filtros existentes en el proceso penal, 
y la figura del Fiscal Instructor. Si me 
metiera tan solo en esta cuestión, queri-
do Fernando, nos pasaríamos aquí más 
de media hora y no habríamos termina-
do. Llevamos los juristas años hablando 
de este tema; yo en dos palabras voy a 
decir lo que pienso, pero quizás habría 
que matizarlo. Primero, yo soy partida-

rio de que el Fiscal instruya como un 
Juez de garantías, pero también soy 
partidario de que el Fiscal sea sufi-
cientemente independiente del poder 
político y del poder legislativo. Creo 
que se han dado pasos en el último 
Estatuto, pero a mi juicio no han sido 
suficientes. Cuando se logre efectiva-
mente que el Fiscal, como dice la 
Constitución, este inserto en el poder 
judicial, pero con una autonomía 
organizativa, en ese momento firma-
ré donde sea necesario para ir por ese 
camino. 

Maite Herrera y Antonio Lacleta 
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Sobre las comunicaciones con el 
poder político que planteaba Alfonso. 
Comunicación si, pero dentro de un 
orden, hay que cuidar el papel que tiene 
cada uno, y tener muy claro que al final 
nosotros ejercemos la Jurisdicción, en 
los términos que antes decía, y el políti-
co ejerce su actividad política, en la que 
ciertamente nosotros no podemos en-
trar, y empiezo a contestar al Sr. Bolea, 
me parece que es importante que sepa-
mos los límites, y que sepamos también 
los límites de la Jurisdicción Contencio-
so Administrativa, que han ido crecien-
do, que han ido cambiando, el sentido 
de la desviación de poder se ha ido per-
feccionando por parte de la Jurispruden-
cia, que hay un cierto control de algu-
nos actos políticos, que incluso he 
hablado de la responsabilidad patrimo-
nial del Estado Legislador. Hay opinio-
nes en este sentido, que se va avanzan-
do en el control de todos los poderes del 
Estado. Pero hay que saber hasta donde 
podemos llegar cada uno de nosotros. 

En cuanto a algunas decisiones que 
se han adoptado en el ámbito de los 
nombramientos que ha planteado el Sr. 
Lacleta, atendiendo a razones de mérito 

y antigüedad, lo que en principio esta-
blecen las normas reguladoras de la 
Justicia y los nombramientos de presi-
dencias y demás, es que el criterio que 
rige es el principio de mérito y capaci-
dad. Es verdad que se suele decir que en 
igualdad de mérito mayor antigüedad en 
el escalafón, pero lo fundamental es 
tener una mínima antigüedad que de esa 
garantía de conocimiento, de reflexión y 
experiencia  y a partir de ahí criterios de 
mérito y capacidad y en este sentido el 
Tribunal Supremo ha establecido ya 
algunas pautas corrigiendo al propio 
órgano de gobierno. La Sala de lo Con-
tencioso en varias ocasiones ha echado 
abajo ciertos nombramientos por falta 
de motivación, por falta de razonamien-
to.  

Creo que es un camino a seguir, un 
camino complicado. Hay que pensar 
que no es lo mismo un nombramiento, 
que no puede estar sujeto a la pura dis-
crecionalidad, de un concurso de méri-
tos; un concurso de méritos es algo en 
el ámbito del ministerio que todos cono-
cemos distinto del nombramiento que se 
hace para puestos del Tribunal Supre-
mo, para puestos de presidentes de au-

diencias, de salas, del Tribunal Superior 
de Justicia etc. Yo puedo decir, perso-
nalmente, que la coyuntura me favore-
ció pues, como se ha dicho, estoy en el 
sector progresista de la Justicia, o como 
se quiera llamar, y fui elegido Presiden-
te del Tribunal Superior de Justicia con 
el actual Consejo, con una mayoría bas-
tante holgada y cuando era ministro el 
Sr. Michavila, y en este sentido estoy 
bastante relajado. Pero también tengo 
que decir que lo que es deseable es que 
cualquier juez o magistrado que tenga 
ese nivel de mérito y de capacidad pue-
da aspirar razonablemente a un puesto 
en el Supremo, en el Tribunal Superior 
de Justicia o a una presidencia, sabien-
do que sus méritos serán acogidos, se-
rán escuchados y serán tenidos en cuen-
ta y su posible nombramiento no depen-
derá de su pertenencia a una determina-
da línea o a un determinado grupo. Si 
avanzamos por este camino, que yo 
creo que es razonable y que por otra 
parte se está dando en países europeos, 
en los cuales nosotros nos insertamos, 
habremos avanzado bastante en una 
línea de racionalización de la Justicia y 
de mejor servicio público. 

Coloquio 
Preguntas de José Félix Sáenz y Juan Antonio Bolea Foradada 

Coloquio  Respuesta de Fernando Zubiri a Alfonso Sáenz y Antonio Lacleta 

Pregunta de José Félix Sáenz 

Buenas tardes, muchas gracias por 
tu alocución. Yo me voy a referir a un 
tema al que ya ha planteado ya Isabelo. 
La Constitución plantea que el Poder 
Judicial proviene del pueblo español que 
se expresa democráticamente, pero esa 
vinculación es relativamente distante 
porque hemos pasado una legislatura en 
la que no se ha plasmado, se han produ-
cido bloqueos en el Tribunal Constitu-
cional, bloqueos en los miembros com-
ponentes del Consejo del Poder Judicial 
y en consecuencia esa voluntad demo-
crática del pueblo no ha llegado al poder 
judicial. Hay países, como Estados Uni-
dos, en los que el Presidente electo nom-
bra a los miembros del Tribunal Supre-
mo, es decir esa legitimidad democrática 
del presidente electo se traslada de una 
forma directa a los miembros del Tribu-

nal Supremo. En nuestro país hemos 
puesto una serie de mecanismos inter-
medios que no están funcionando, pien-
so que en un momento determinado en 
la Ley del Poder Judicial, por ejemplo, 
para la renovación de determinados ór-
ganos judiciales se introdujeron unas 
mayorías reforzadas con la idea de que 
esto obligaría al consenso entre los dos 
grandes partidos, mayoría de tres quin-
tos. Esas mayorías se han mostrado co-
mo mayorías de bloqueo en esta legisla-
tura. Mi pregunta es si ves necesario  
una modificación de la ley en esta legis-
latura. Muchas gracias. 

Pregunta de Juan Antonio Bolea. 

La Constitución fija perfectamente 
los tres poderes el legislativo, el ejecuti-
vo y el judicial, si nos vamos al poder 
ejecutivo, distinguimos dos clases de 
funciones, la llamada función adminis-

trativa, la inmensa mayoría de los actos 
que realizan, y la llamada función de 
gobierno, la Administración Pública, el 
Ejecutivo, que en realidad son la totali-
dad de las administraciones territoriales. 
Los actos administrativos están regula-
dos por el Derecho Administrativo y son 
regulables por la jurisdicción contencio-
sa, tanto la Ley del 58 como la actual 
dice que son impugnables los actos de 
las administraciones públicas sujetos al 
Derecho Administrativo, los actos regla-
dos; pero los actos de gobierno, que 
también se llaman actos discrecionales, 
no están sujetos a Derecho Administrati-
vo. 

Pongamos un ejemplo: en la Admi-
nistración del Estado el Gobierno Espa-
ñol acuerda suspender las relaciones 
diplomáticas con un determinado país, o 
el Ayuntamiento de Zaragoza acuerda 
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que la calle Requeté Aragonés se llame 
Cinco de Marzo, o por ejemplo la Dipu-
tación General ha decido hacer una au-
tovía de pago entre El Burgo y Pina, 
esto son actos discrecionales, no están 
sujetos al Derecho Administrativo. En 
consecuencia no son controlables por la 
jurisdicción Contencioso-Administrativa 
salvo que haya desviación de poder; por 
ejemplo si el Ayuntamiento de Zaragoza 
cambia la dirección de una calle para 
favorecer a un bar que está en la margen 
derecha para que le entren más clientes, 
este sería controlable por desviación de 
poder, pero realmente estos acuerdos no 
están regulados por el Derecho Admi-
nistrativo y por lo tanto no son controla-
bles por la jurisdicción Contencioso 
Administrativa. 

Vayamos al caso que me interesa: el 
caso del terrorismo. La política antite-
rrorista es realmente una función de 

gobierno, el Gobierno hace la acción 
antiterrorista, la que sea, naturalmente la 
acción antiterrorista no está regulada por 
el Derecho Administrativo, consecuen-
temente no se puede controlar por la 
jurisdicción Contencioso- Administrati-
va. Sin embargo, estamos viendo en 
España que eso no se respeta. Hay con-
versaciones con un grupo terrorista, las 
hace el Gobierno o las hace quien sea, 
estos actos ¿son controlables por la ju-
risdicción Contencioso-Administrativa?, 
yo anticipo mi opinión, yo ceo que son 
actos de gobierno no sujetos al Derecho 
Administrativo y que si la jurisdicción 
Contencioso-Administrativa controlase 
la acción antiterrorista la división de 
poderes quedaría quebrada. Sin embargo 
hay tribunales en España que al parecer 
tienen asuntos pendientes de resolución, 
mi opinión es que no son susceptibles de 
control por la jurisdicción Contencioso 
Administrativa. Creo que este es un te-

ma muy vivo y que sería de interés co-
nocer tu opinión. Muchas gracias. 

Voy a hablar ahora de las cuestiones 
más delicadas: La politización de la Jus-
ticia, el funcionamiento de los conseje-
ros del Poder Judicial y las cuestiones 
relativas al terrorismo. Yo creo que hay 
que dejar autonomía a cada uno. En el 
ámbito de las conversaciones entre los 
políticos y grupos que en este momento 
ejercen la política por otros medios, 
digamos, yo creo que es el poder políti-
co el que tiene que tomar sus decisiones 
y afrontar sus responsabilidades. Creo 
que los jueces no deberíamos entrar en 
esa cuestiones, pero es una cuestión que 
en este momento está “sub judice” con-
cretamente en el Tribunal Superior de 
Justicia del País Vasco. No voy a entrar 
en lo que ellos decidan, ellos han toma-
do la decisión de continuar un proceso 
contra el Presidente de la Comunidad 
Autónoma; yo no voy a entrar en ese 
punto. 

Respecto a la politización de la Justi-
cia, y la politización del órgano de go-
bierno, creo que es distinto. Hay que 
hablar de la Justicia como la que ejerce 
cada uno de los jueces, cada uno de los 
jueces no debe de ser político, tenemos 
nuestras ideas políticas, faltaría más, 
somos ciudadanos en una sociedad, esta-
mos imbricados en esa sociedad y, por 
tanto, tenemos nuestros propios crite-

rios, pero debemos dejarlos al margen 
cuando nos ponemos la toga. Eso sí, 
nuestra sensibilidad aflorará, ciertamen-
te aparecerá en nuestro razonamiento 
jurídico, tendremos más o menos sensi-
bilidad en un sentido o en otro, pero 
nuestra pauta es aplicar la ley. Esa es la 
garantía al ciudadano, independiente-
mente de que el ciudadano sea de una 
ideología u otra, de un origen social u 
otro, en definitiva se debe sentir cómodo 
ante un juez porque un juez es un profe-
sional del Derecho. Yo creo que esto es 
muy importante desde el punto de vista 
de los jueces.  

Otra cosa es el órgano de gobierno; el 
órgano de gobierno es un órgano políti-
co en cuanto que asume una determina-
da política de Estado o política judicial. 
Esa política la debe sacar adelante el 
Consejo General del Poder Judicial y 
para ello el poder político debe interve-
nir en la elección de sus miembros, pero 
deberá hacerse con determinadas garan-
tías. Yo he vivido diversos sistemas, en 
principio fue la elección de doce de los 
miembros del Consejo General del Po-
der Judicial directamente por los jueces 
y magistrados, después en  1985 se cam-
bió, y puedo decir que no ha habido 
gran diferencia en los resultados. En 
todo caso se han establecido bloques y 

eso bloques a veces se han bloqueado 
unos a otros. 

Habría que recordar a los miembros 
del Consejo General del Poder Judicial 
un principio que establece su propia 
norma, antes era orgánica propia, ahora 
forma parte de la Ley Orgánica del Po-
der Judicial: “Actuarán sin estar sujetos 
a mandato imperativo alguno”. Esto 
creo que es muy importante, ellos son 
nombrados a propuesta de una determi-
nada sensibilidad o línea política, pero 
actúan en el ejercicio de su función sin 
estar sujetos a mandato imperativo. Si 
esto fuera así creo que habríamos avan-
zado bastante, y creo que habría que 
avanzar también en unas ciertas líneas 
de consensos. Lamentablemente, en la 
actualidad no es el caso, puedo decir, 
porque es algo público y notorio, que en 
este momento hay pendiente el nombra-
miento de una plaza en el Tribunal Su-
perior de Justicia de Aragón, en la Sala 
de lo Civil y Penal, a propuesta de las 
Cortes de Aragón, propuesta formulada 
a principios del mes de octubre; estamos 
a mediados del mes de marzo y todavía 
no han llegado a un acuerdo en ese pun-
to, a pesar de que los tres nombrados en 
la terna eran personas, a mi juicio, de un 
excelente nivel y excelente prestigio 
profesional como juristas. Por tanto, hay 
que cambiar ese talante, cambiar esa 
situación y en definitiva que el próximo 
Consejo, espero que sea renovado pron-
to, tenga el criterio de llegar a consenso 
en estas cuestiones fundamentales. 

Coloquio     Respuesta  de Fernando Zubiri a Isabelo 
Forcén, José Félix Sáenz Lorenzo y Juan Antonio Bolea  

Juan Antonio Bolea a la entrada 
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